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–DIAN- 

Acción:  REPARACION DIRECTA 
 

Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandante en contra de la sentencia proferida el 11 de febrero de 2004 por 

el Tribunal Administrativo de Cundinamarca1, por medio de la cual se hicieron 

las siguientes declaraciones y condenas (Se transcribe tal cual se halla en el 

texto, incluso los errores): 

 

“PRIMERO: Declárese administrativamente responsable a la Nación -Dirección 

de Impuestos y Aduanas Nacionales, por los perjuicios materiales ocasionados 

a la Sociedad P.C. Mayorista S.A. de conformidad con la parte motiva de 

esta sentencia. 

 

SEGUNDO: Condénese en consecuencia a la Nación - Dirección de Impuestos 

y Aduanas Nacionales, a reconocer y pagar a favor de la Sociedad P.C. 

Mayorista S.A. la suma de veintitrés millones ochocientos cuarenta y cuatro 

mil veintisiete pesos ($23.844.027.oo), por concepto de los perjuicios 

materiales (lucro cesante) que resultaron probados en este proceso. 

 

                                                           
1 Folios 119-130, cuaderno Consejo de Estado. 
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TERCERO: Para el cumplimiento de esta sentencia se dará aplicación a lo 

dispuesto por los artículos 176, 177 y 178 del Código Contencioso 

Administrativo. 

 

CUARTO: Deniéguense las demás pretensiones de la demanda. 

 

QUINTO: Sin condena en costas”2. 

 

I. ANTECEDENTES 

 

1. La demanda. 

 

La sociedad PC Mayorista S.A. en liquidación, por conducto de apoderado 

judicial y en ejercicio de la acción de reparación directa, instauró demanda en 

contra de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales – DIAN -, con el 

objeto de que se declarara patrimonialmente responsable de los daños 

causados con ocasión de la aprehensión de unas impresoras de propiedad de 

la demandante en el aeropuerto El Dorado y su posterior decomiso a favor de 

la Nación, mediante la Resolución No. 6073 de 4 de septiembre de 1998. 

 

Consecuencialmente solicitó se condenara a la demandada a pagar 

indemnización de perjuicios morales y materiales, en la modalidad de daño 

emergente y lucro cesante, derivados del decomiso irregular de esa mercancía. 

 

El fundamento fáctico de las pretensiones, es el que la Sala se permite resumir 

de la manera que sigue:  

 

Según la demanda la sociedad actora celebró un contrato de transporte aéreo 

con la empresa Tampa S.A. para que le trajera al país, desde Miami, 275 

impresoras que había adquirido a Epson Latin America Inc. 

 

El 9 de enero de 1998, Tampa S.A. transportó en el vuelo No. 709-0018 y hasta sus 

bodegas en el muelle de carga del aeropuerto internacional El Dorado de la 

                                                           
2 Folios 129-130, cuaderno Consejo de Estado. 
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ciudad de Bogotá la mercancía antes señalada; sin embargo, al momento de 

arribar el avión, funcionarios de la DIAN aprehendieron las impresoras, 

supuestamente, por incumplimiento del protocolo exigido para el descargue de 

la aeronave y, posteriormente, mediante Resolución No. 6073 de 4 de 

septiembre de 1998, ordenó su decomiso a favor de la Nación. 

Dijo la parte actora que la decisión a la que acaba de hacerse referencia, fue 

revocada mediante Resolución No. 4553 de 16 de junio de 1999, acto 

administrativo por medio del cual, en consecuencia, se ordenó la devolución 

de los artículos decomisados, todo ello con fundamento en que la entidad 

accionada habría reconocido, según dice la demanda, el error en el que 

incurrió. 

 

Narró la sociedad actora que la aprehensión y decomiso de las impresoras  le 

generó dificultades económicas, pues no pudo comercializarlas de la manera 

como lo tenía planeado, acarreándole problemas de liquidez que, a la postre, 

incidieron en el estado de disolución y liquidación en el que entró la sociedad 

en octubre 1998. 

 

2. Trámite en primera instancia. 

 

La demanda se presentó ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca el 27 

de abril de 20003, fue admitida mediante auto de 2 de junio de ese año4 y 

notificada en debida forma a la demandada5 y al Ministerio Público6. 

 

La DIAN contestó la demanda y se opuso a todas y cada una de las 

pretensiones, por lo que solicitó que se la absolviera de cualquier 

responsabilidad7. 

 

                                                           
3 Folio 13, cuaderno principal. 
4 Folios 16-17, cuaderno principal. 
5 Folio 19, cuaderno principal. 
6 Reverso folio 17, cuaderno principal. 
7 Folios 21-36, cuaderno principal. 
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Indicó la entidad demandada que en vista de que la empresa Tampa S.A. 

había descargado las impresoras sin obtener previamente autorización por 

parte de la Oficina de Registro de Documentos de Viaje, la sociedad hoy 

demandante estaba en la obligación de soportar tanto la aprehensión de la 

mercancía que tuvo lugar en el aeropuerto El Dorado el día 10 de enero de 

1998, como su posterior decomiso a favor de la Nación, máxime que dicha 

actuación administrativa se había llevado a cabo de conformidad con las 

normas vigentes para el momento de los acontecimientos. 

 

Mediante auto del 9 de febrero de 20018, el Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca abrió el proceso a pruebas y ordenó la práctica de ellas. 

Concluido el período probatorio, mediante providencia del 20 de noviembre de 

2003 se corrió traslado a las partes para alegar de conclusión y al Ministerio 

Público para que, si lo consideraba pertinente, rindiera concepto de fondo9, 

oportunidad procesal de la que la entidad demandada hizo uso para reiterar lo 

expuesto a lo largo del proceso.  

 

A su turno, la parte actora, además de insistir en la falla en el servicio en cabeza 

de la entidad demandada por el decomiso irregular de las impresoras, se refirió 

a la prueba pericial y a otros documentos allegados al expediente, para 

señalar las probanzas que, a su juicio, permitían cuantificar la indemnización de 

los perjuicios reclamados en la demanda10. 

 

El Ministerio Público guardó silencio durante esta etapa procesal. 

 

3. La sentencia de primera instancia. 

 

El Tribunal Administrativo de Cundinamarca mediante sentencia de 11 de 

febrero de 2004, declaró administrativamente responsable a la Nación       – 

                                                           
8 Folios 54-55, cuaderno principal. 
9 Folio 97, cuaderno principal. 
10 Folios 98-111, cuaderno principal. 
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Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales – por la aprehensión y decomiso 

de unas impresoras de propiedad de PC Mayorista S.A.  

 

Consecuencialmente, el a quo condenó a la entidad accionada al pago de 

una indemnización por valor de $23’844.027. 

 

 

Para llegar a esa conclusión, señaló el Tribunal que se encontraba probada la 

falla en el servicio en que incurrió la entidad demandada al momento de 

retener las impresoras en el aeropuerto El Dorado, por cuanto se pudo verificar 

que a pesar de que los documentos del vuelo en el que se transportaba la 

mercancía fueron presentados por la aerolínea una vez aterrizó el avión, los 

funcionarios de la DIAN encargados de revisarlos no estaban autorizados para 

recibirlos, circunstancia que colocó a Tampa S.A. en imposibilidad de cumplir 

con el procedimiento establecido. 

 

Sobre el daño material en la modalidad de lucro cesante, el Tribunal a quo 

consideró que las pruebas que obran en el proceso tendientes a establecer su 

existencia y cuantía, tales como el dictamen pericial y otros documentos, no 

permitían establecer las posibles ganancias que PC Mayorista S.A. esperaba 

obtener por la comercialización de las impresoras. Sobre este aspecto se lee lo 

siguiente:  

 

“no obra prueba alguna respecto de las relaciones comerciales de la firma 

actora con el objeto de comercializar las impresoras aprehendidas, ni 

tampoco obra prueba, por ejemplo, de posibles contratos de venta 

incumplidos, que hubiesen generado pérdidas efectivas y cuantificables para 

la demandante”11. 

 

En cuanto al daño emergente, el Tribunal de instancia consideró que no había 

lugar a declarar su existencia, toda vez que la sociedad demandante no perdió 

                                                           
11 Folio 127, cuaderno Consejo de Estado. 
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la mercancía que le fue decomisada, pues ésta, finalmente, le fue devuelta por 

la DIAN. 

 

En lo que tiene que ver con el daño moral, el a quo lo negó con fundamento en 

que las personas jurídicas no padecen afectación psicológica o emocional. 

  

No obstante todo lo anterior, el Tribunal señaló que la aprehensión de las 

impresoras “indiscutiblemente ocasionó contratiempos económicos para la 

firma actora, pues eventualmente debió disponer de una nueva cantidad de 

dinero, igual o superior a la empleada para comprar la mercancía 

nuevamente, realizar una nueva importación, entre otras contingencias, para 

poder cumplir con los eventuales compromisos adquiridos”12. 

 

Con fundamento en la consideración que viene de transcribirse, el a quo 

condenó a la entidad demandada al pago de $23’844.027, correspondientes a 

la actualización de la suma declarada como valor de las impresoras. En la parte 

resolutiva de la sentencia dijo reconocer dicha suma de dinero por concepto 

de “lucro cesante”. 

 

4. El recurso de apelación. 

 

La sociedad demandante interpuso en término apelación en contra de la 

sentencia de primera instancia, recurso que fue concedido mediante 

providencia del 17 de marzo de 200413. Como fundamento de su 

inconformidad, indicó que no estaba de acuerdo con los pronunciamientos 

adversos a las pretensiones de la demanda, toda vez que en su criterio sí obran 

pruebas en el expediente que permiten acreditar los daños por los cuales 

solicita indemnización14. 

 

                                                           
12 Ibid. 
13 Folio 135, cuaderno Consejo de Estado.  
14 Folio 132, cuaderno Consejo de Estado. 
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5.  Trámite en segunda instancia. 

 

Mediante proveído del 25 de junio de 2004, a la parte apelante se le concedió 

el término de ley para que sustentara la alzada, lo que hizo el 6 de julio del 

mismo año15; por auto de 13 de agosto de 200416 se admitió el recurso y, a 

través de  auto 17 de septiembre de 200417, se corrió traslado a las partes para 

que alegaran de conclusión y al Ministerio Público para que, si lo consideraba 

pertinente, rindiera concepto de fondo, oportunidad procesal que las partes 

aprovecharon para reiterar lo expuesto a lo largo del proceso18.  

 

Agotado así el trámite del proceso y por no encontrar la Sala causal de nulidad 

alguna que pudiera invalidar lo actuado, se procede a resolver de fondo el 

presente asunto. 

 

II. CONSIDERACIONES 

1. Competencia.  

 

La Sala es competente para conocer del proceso, en razón del recurso de 

apelación interpuesto por la parte actora en contra de la sentencia proferida 

por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca el 11 de febrero de 2004, en 

proceso con vocación de doble instancia ante esta Corporación, como quiera 

que los perjuicios materiales –lucro cesante- se estimaron en $107’000,000.oo, 

                                                           
15 Folio 142 cuaderno Consejo de Estado 
16 Folio 146, cuaderno Consejo de Estado. 
17 Folio 148, cuaderno Consejo de Estado. 
18 -Folios 149-156, cuaderno Consejo de Estado.  

-Al revisar el expediente para proferir sentencia, se advirtió que el recurso de apelación había sido 

sustentado en forma extemporánea y que, a pesar de ello, el ponente de la época lo admitió, razón por la 

cual, mediante auto de 14 de noviembre de 2013, se dejó sin efectos el numeral 3° de la parte resolutiva 

del proveído de 13 de agosto de 2004, por medio del cual se lo admitió, para, en su lugar, declararlo 

desierto, al tiempo que se dispuso la firmeza de la sentencia de 11 de febrero de 2004. 

Al resolver favorablemente el recurso de súplica interpuesto por la parte apelante en contra de la decisión 

anterior, la Sub Sección A de la Sección Tercera de la Corporación indicó mediante auto de 12 de mayo 

de 2014, folios 202-215 del cuaderno del Consejo de Estado, que en los casos en los cuales los procesos se 

encuentren al Despacho para fallo y se advierta la falta de sustentación del recurso de apelación, bien 

porque no se hizo o por ser extemporánea, pero aún así se hubiere admitido la alzada, la determinación 

que ha de tomar el juez ad quem deberá ser, en principio, la de confirmar la providencia de primera 

instancia, excepto cuando se percate que de la interposición del recurso de apelación se desprendan 

argumentos suficientes para adelantar un examen de fondo del fallo apelado. 
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mientras que el monto exigido en el año 2000 para que un proceso adelantado 

en ejercicio de la acción de reparación directa accediera a doble instancia19, 

era de $26.390.000 (Decreto 597 de 1988). 

 

2. El ejercicio oportuno de la acción.  

 

Al tenor de lo previsto por el artículo 136 del Código Contencioso Administrativo, 

la acción de reparación directa debe instaurarse dentro de los dos años 

contados a partir del día siguiente al acaecimiento del hecho, omisión, 

operación administrativa u ocupación permanente o temporal de inmueble de 

propiedad ajena por causa de trabajos públicos. 

 

En el presente caso las pretensiones de la demanda se originaron en los daños 

sufridos por la sociedad actora con ocasión de la aprehensión de una 

mercancía de su propiedad el día 10 de enero de 1998 en el aeropuerto El 

Dorado, así como de su posterior decomiso a favor de la Nación, mediante 

Resolución No. 6073 de 4 de septiembre de 1998. 

 

Visto el expediente, observa la Sala que en contra del acto administrativo que 

acaba de mencionarse, se interpuso recurso de reconsideración, el cual fue 

resuelto mediante Resolución No. 4553 de 16 de junio de 1999, por medio de la 

cual se ordenó la devolución de las impresoras por encontrarse establecido que 

el descargue de las mercancía del avión de Tampa S.A. se había hecho de 

conformidad con las normas aduaneras y, además, que fue por hechos 

atribuibles a funcionarios de la DIAN, que la empresa de transporte no pudo 

cumplir a cabalidad con sus obligaciones. 

 

Así las cosas, como sea que desde el momento de la aprehensión de las 

impresoras en el aeropuerto y hasta la expedición de la Resolución 4553 de 16 

de junio de 1999, se encontraba en curso el procedimiento administrativo por el 

                                                           
19 Folio 10, cuaderno principal. 



 
 

Expediente:  250002326000 200000945 01(27251) 

Actor:   Sociedad PC Mayorista S.A. en liquidación 

Demandado:  Nación - Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales –DIAN- 

Acción:   Reparación directa 

 

cual se buscaba definir la situación jurídica de las mercancía, y no fue sino con 

dicho acto administrativo que se puso fin a la misma, la Sala, para efectos de 

contabilizar el término de caducidad de la acción de reparación directa 

interpuesta por PC Mayorista S.A. tendrá como punto de referencia la fecha de 

notificación personal de esa determinación20, esto es, el día 28 de ese mes y 

año.  

 

Toda vez que la demanda se interpuso el 27 de abril de 2000, debe concluirse 

que el ejercicio de la acción fue oportuno. 

 

3. Las pruebas aportadas al expediente. 

 

Obran en el expediente los siguientes elementos probatorios susceptibles de 

valoración: 

 

Prueba pericial. 

 

-Dictamen pericial rendido con el objeto de establecer la existencia y cuantía 

de los daños reclamados en la demanda, como consecuencia de la retención 

por parte de la DIAN de las 275 impresoras marca Epson de propiedad de la 

sociedad PC Mayorista S.A21. 

 

En original o copia auténtica se allegaron los siguientes documentos: 

 

-“Acta de los hechos” de 10 de enero de 1998, suscrita por un representante de 

la DIAN y de la Aerolínea Tampa S.A. en la que consta que en esa fecha ocurrió 

la aprehensión de 275 impresoras, las mismas a las que se refieren los hechos de 

la demanda22. 

 

                                                           
20 Folios 56-71, cuaderno No. 2 
21 Folios 1-11 y 107-111, cuaderno No. 5 
22 Folio 270, cuaderno No. 4. 
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-Certificación expedida por el Revisor Fiscal de la sociedad PC Mayorista S.A. 

según la cual, el 5 de agosto de 1999, esa sociedad cedió a título oneroso a Top 

Computer Ltda., las impresoras por valor de $ 29’740.000. De conformidad con 

la misma certificación,  la cesionaria asumió los gastos de nacionalización de la 

mercancía23. 

 

 

-Declaración de importación sobre las 275 impresoras marca Epson, en la que 

consta que la sociedad PC Mayorista S.A. pagó a Epson Latin America Inc., la 

suma de US 50.826 por su compra. Así mismo, permite probar que se cancelaron 

en una entidad financiera los gastos de nacionalización los cuales ascendieron 

a $ 21’495.64724. 

 

-Certificación de 17 de noviembre de 1999 expedida por Epson Colombia Ltda., 

en la que se relacionaron los precios de venta al público para el mes de enero 

de 1998 respecto de unas impresoras de la misma referencia a las decomisadas 

por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, así como los precios de 

venta al público para el mes de agosto de 1999 de unas impresoras de otras 

referencias25. 

 

-Documento suscrito por el representante legal y revisor fiscal de la sociedad 

actora titulado “cuadro No. 01 Liquidación importación impresoras marca 

EPSON”, por medio del cual se hizo una estimación del precio de venta al 

público de las impresoras decomisadas por la DIAN para enero de 199826. 

 

                                                           
23 Este documento se allegó con la experticia practicada pues la parte actora lo proporcionó a los peritos. 

Respecto de esta evidencia se surtió el derecho de contradicción cuando se corrió traslado  a las partes 

del dictamen pericial y su aclaración. Así mismo, es de tener en cuenta que es de carácter privado y en 

todo caso, de conformidad con el artículo 276 del Código de Procedimiento Civil, se presuma auténtico 

en tanto, según dice la norma, “La parte que aporte al proceso un documento privado, en original o en 

copia, reconoce con ello su autenticidad y no podrá impugnarlo, excepto cuando al presentarlo alegue 

su falsedad”. Por todo lo dicho con anterioridad, la Sala otorgará valor probatorio a dicha certificación. 

Folio 102 cuaderno No. 5. Folio 102 cuaderno No. 5. 
24 Folio 41, cuaderno No. 2 
25 Folio 42 cuaderno No. 2 
26 Folio 22, cuaderno No. 2 
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-Resolución No. 6073 de 4 de septiembre de 1998, por medio de la cual la 

entidad demandada ordenó decomisar a favor de la Nación, las impresoras 

incautadas el 10 de enero de 1998 en el aeropuerto El Dorado27. 

 

-Resolución No. 4553 de 16 de junio de 1999, a través de la cual la Dirección de 

Impuestos y Aduanas Nacionales dispuso que se entregaran, las impresoras 

decomisadas28. 

 

-Certificado de Existencia y Representación Legal de la sociedad PC 

Mayorista S.A. en el que consta que el 26 de octubre de 1998 entró en estado 

de disolución y liquidación29. 

 

4. El objeto de la apelación. 

 

Estudiado el memorial por medio del cual la sociedad demandante interpuso 

recurso de apelación, encuentra la Sala que a partir de su contenido es posible 

establecer los motivos de inconformidad que la sociedad PC Mayorista S.A. 

presentó en contra de la sentencia recurrida, los  cuales permiten adelantar un 

estudio de fondo en esta instancia. Este es el tenor de su contenido (Se 

transcribe tal cual se halla en el texto): 

 

“…respetuosamente, manifiesto que interpongo el recurso de APELACION 

CONTRA LA SENTENCIA proferida por su despacho, con el fin que se 

modifique la parte motiva y se revoquen en su parte resolutiva los 

pronunciamientos adversos a las pretensiones de la demanda, y, en su 

defecto, se acojan favorablemente éstas.  

 

“No obstante que sustentaré en segunda instancia el recurso aquí interpuesto, 

sucintamente expreso que éste tiene por fundamento que en el expediente 

se encuentran probados los daños determinados en la demanda y la cuantía 

de los mismos, contrario a la simple y ligera aseveración que al respecto en la 

parte motiva hace el A QUO, omitiendo reconocer los hechos y cuantías que 

con toda claridad establecen las pruebas documentales y el dictamen 

pericial que obran en el proceso. 

                                                           
27 Folios 56-71, cuaderno No. 2 
28 Folios 56-71, cuaderno No. 2  
29 Folios 2-3, cuaderno principal. 
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“Debo resaltar que en mi alegato de conclusión, en el capítulo 

CUANTIFICACION  DE LOS PERJUICIOS, expresamente señalé los hechos y las 

pruebas de los mismos que conllevan necesariamente a su determinación” 

(Negrilla por la Sala). 

 

Como puede verse, de lo expuesto por la parte actora al momento de 

interponer el recurso de apelación, se encuentra que la sociedad PC Mayorista 

S.A. está inconforme con los pronunciamientos adversos a las pretensiones de la 

demanda, toda vez que, en su criterio, sí obran pruebas en el expediente que 

permiten establecer la existencia y cuantía de los daños por los cuales reclamó 

indemnización. 

 

En ese sentido y como quiera que en la sentencia de primera instancia se 

condenó al pago de $ 23’ 844.027, para delimitar el objeto de la apelación 

corresponde a la Sala verificar cuáles de las pretensiones relacionadas con los 

daños reclamados fueron negadas por el a quo.  

 

Para ello es necesario remitirse a las pretensiones de la demanda con el objeto 

de cotejar su correspondencia con lo resuelto por el Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, así: 

 

Según el libelo, por concepto de daño emergente, la parte actora solicitó el 

reconocimiento de la disminución del valor comercial de la mercancía 

aprehendida y decomisada, según los precios de venta al público, disminución 

ocurrida entre la fecha del decomiso y la fecha de nacionalización, lo cual, 

aunado a la obsolescencia de las impresoras, habría ascendido a la suma de 

$50’000.000, petición que fue rechazada con fundamento en que la sociedad  

PC Mayorista S.A. no perdió los artículos, por cuanto la DIAN se los devolvió. 

 

De igual forma y por el mismo concepto, se pidió la actualización de los      

$50’000.000, a los que habría ascendido la disminución comercial de la 

mercancía aprehendida y decomisada, solicitud ésta que por ser 
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consecuencial a la anteriormente señalada, también fue negada por el Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca. 

 

Por concepto de lucro cesante, la sociedad demandante solicitó el 

reconocimiento del provecho o ganancia que dejaron de reportar los bienes 

aprehendidos y decomisados tras su comercialización, utilidad que, según 

aseveró, era de $107’000.00030. 

 

 

Sobre esta petición, la sentencia apelada sostuvo que debía negarse por falta 

de prueba acerca de las posibles ganancias que la sociedad PC Mayorista S.A. 

hubiere obtenido por la comercialización de las impresoras; no obstante ello, el 

a quo consideró que la retención irregular de la mercancía por parte de la 

DIAN le debió causar a la parte actora unos “eventuales” contratiempos 

económicos, como pudo haber sido la necesidad de disponer de más dinero 

para comprar por segunda vez los artículos o para cumplir con los eventuales 

compromisos adquiridos, razonamiento con fundamento en el cual condenó a 

la entidad demandada al pago de la desvalorización de la suma declarada 

de la mercancía en cuantía de $23’ 844.027, los cuales, según se indicó en la 

parte resolutiva de la sentencia, se reconocieron por concepto de lucro 

cesante. 

 

Así mismo, se pidió en la demanda que se reconociera indemnización por los 

perjuicios morales que se le habrían causado a la sociedad PC Mayorista S.A. 

con base en que el decomiso de las impresoras por parte de la DIAN le habría 

ocasionado a esa sociedad una merma en su liquidez, circunstancia que la 

habría llevado a incumplir obligaciones comerciales adquiridas frente a sus 

acreedores internacionales y nacionales, lo que a la postre habría incidido en 

el estado de disolución y liquidación al que llegó en octubre de 199831, 

                                                           
30 Folio 10, cuaderno principal. 
31 Folios 9-10, cuaderno principal. 
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pretensión que negó el Tribunal por considerar que las personas jurídicas no 

padecen aflicción emocional. 

 

De conformidad con todo lo anterior, la Sala concluye que el recurso de 

apelación que enseguida pasará a resolverse debe entenderse interpuesto 

únicamente en contra de la negativa del Tribunal a reconocer las pretensiones 

relacionadas con el daño emergente y con los perjuicios morales derivados del 

decomiso de la señalada mercancía y los sucesos que se desencadenaron a 

partir de allí, pues en lo que concierne al lucro cesante al que se atribuyó el 

reconocimiento patrimonial que se hizo en la parte resolutiva de la sentencia 

apelada, la parte actora no expresó inconformidad alguna, razón por la cual, al 

margen de que se compartan o no las consideraciones que al respecto hizo el 

a quo para su reconocimiento, no se hará ningún pronunciamiento al respecto, 

pues al no tratarse de un aspecto comprendido en la apelación, la Sala carece 

de competencia para pronunciarse en relación con él. 

 

En este punto de la providencia resulta oportuno mencionar, como ya en otras 

oportunidades lo ha hecho la Sala, que para el juez de segunda instancia su 

marco fundamental de competencia lo constituyen las referencias 

conceptuales y argumentativas que se aducen y esgrimen en contra de la 

decisión que se hubiere adoptado en primera instancia, por lo cual, en 

principio, los demás aspectos, diversos a los planteados por el recurrente se 

excluyen del debate en la instancia superior, toda vez que en el recurso de 

apelación operan tanto el principio de congruencia de la sentencia como el 

principio dispositivo32.  

 

                                                           
32 Dicho principio ha sido definido por la doctrina como: “La facultad exclusiva del individuo de reclamar 

la tutela jurídica del Estado para su derecho, y en la facultad concurrente del individuo con el órgano 

jurisdiccional, de aportar elementos formativos del proceso y determinarlo a darle fin”. O como dice 

COUTURE, es el principio procesal que asigna a las partes y no a los órganos de la jurisdicción la iniciativa, 

el ejercicio y el poder de renunciar a los actos del proceso.” (Negrillas adicionales). López Blanco, Hernán 

Fabio, Instituciones de Derecho Procesal Civil Colombiano, Parte General, Tomo I, Dupré Editores, Bogotá, 

2005, Pág. 106.  
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No sobra mencionar que otra de las limitaciones relevantes a las cuales se 

encuentra materialmente sujeta la competencia del juez ad quem, para 

efectos de proferir el fallo respectivo con el cual ha de desatar la apelación 

interpuesta contra una sentencia, la constituye la garantía de la non reformatio 

in pejus, por virtud de la cual no resulta válidamente posible que, con su 

decisión, el juez de la segunda instancia agrave, empeore o desmejore la 

situación que en relación con el litigio correspondiente le hubiere sido definida 

al apelante único mediante la sentencia de primera instancia. 

 

 

Dicha garantía, que le imposibilita al juez de la segunda instancia agravar la 

situación del apelante o resolverle en su perjuicio y que se circunscribe a los 

eventos en los cuales el cuestionamiento del fallo proviene de quien ha de 

aparecer como apelante único, encuentra expresa consagración 

constitucional en el artículo 31 de la Carta Política33. 

 

De esta manera resulta claro que el límite material para las competencias del 

juez superior constituye el alcance de la apelación y los propósitos específicos 

que con la misma se persiguen, se complementa de manera diáfana y directa 

con la garantía de la no reformatio in pejus, a la cual, simultáneamente, le sirve 

de fundamento y explicación. 

 

Así las cosas, el mencionado principio se presenta como un límite adicional a la 

competencia de la Sala que le impide pronunciarse en relación con la 

condena impuesta en primera instancia a título de lucro cesante, la cual, como 

se dejó visto, no fue objeto del recurso que ahora se resuelve. 

 

5. Caso concreto.  

 

                                                           
33 “Artículo 31. Toda sentencia judicial podrá ser apelada o consultada, salvo las excepciones que 

consagre la ley. 

El superior no podrá agravar la pena impuesta cuando el condenado sea apelante único”.  
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5.1. Daño emergente. 

 

La parte actora solicitó que se reconozca a su favor la suma de $50’000.000, por 

concepto de indemnización de daño emergente, consistente en la pérdida del 

valor comercial de las impresoras, según los precios de venta al público entre la 

fecha del decomiso y la fecha de nacionalización después de su entrega a la 

sociedad demandante34. 

 

Observa la Sala que para efectos de establecer la existencia y cuantía del 

daño emergente reclamado, la sociedad actora solicitó que se tuvieran como 

referente los precios de venta al público de las impresoras; no obstante, como 

quiera que la configuración de esta clase de daño supone que el bien de tipo 

económico por el cual se reclama indemnización haya salido del patrimonio de 

la víctima, no es posible determinar su existencia con base en el presupuesto 

planteado por la parte actora, por cuanto los precios de venta al público a los 

que se refirió no constituyen sino una mera expectativa para el demandante en 

relación con el valor por el cual, eventualmente, habría podido comercializar la 

mercancía que le fue decomisada.   

 

Lo anterior, sin embargo, no significa en manera alguna que dicha pretensión 

no pueda analizarse, o que por esa mera circunstancia deba negarse, sino que 

para establecer la existencia y, si hay lugar a ello, el monto de la indemnización 

que habría de corresponderle a la parte actora por concepto de daño 

emergente, debe adoptarse como referente la cantidad de dinero que la 

sociedad PC Mayorista S.A. efectivamente invirtió en la compra de las 275 

impresoras y el valor por el cual las cedió a título oneroso a Top Computer Ltda. 

 

Como prueba para establecer la existencia y cuantía del daño emergente en 

cabeza de la sociedad demandante, se practicó un dictamen pericial en el 

cual se conceptuó de la siguiente manera:  

                                                           
34 Folio 9, cuaderno principal. 
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“3.1.2. CALCULO DEL DAÑO EMERGENTE POR EL VALOR DE LA MERCANCIA 

RETENIDA Y LA NO VENTA OPORTUNA DE ESTA. 
 

Basados en fotocopias simples de los documentos que soportan la compra e 

importación de la mercancía y de acuerdo a la tasa de cambio vigente en la 

fecha de aprehensión y decomiso (enero 10 de 1998=$1.315,70), información 

tomada del Banco de la República, se efectúa la siguiente liquidación:  
 

Valor de la compra según factura No. 91-23023-21 de EPSON LATIN AMERCIA 

INC.,  
 

US $50.826.00 x $ 1.315.70 = $66.871.768.00 
 

Vp = $66.871.768 x  106.55 junio -99 = Vp: $ 66.871.768 x 1.2215646575 

    87.2242 enero -98 

 

Vp = $ 81.688.188”35. 

La Sala no encuentra que los peritos hayan determinado que como 

consecuencia de la aprehensión y decomiso de las impresoras por parte de la 

DIAN, hubiere ocurrido un detrimento del capital que la sociedad PC Mayorista 

S.A. invirtió en su compra. Por el contrario, los auxiliares de la justicia centraron su 

labor en actualizar el precio que la sociedad actora pagó por tales artículos, 

por el término en que la entidad demandada los mantuvo bajo su custodia, 

esto es, entre enero de 1998 y junio de 1999. 

 

En relación con lo anterior, resulta oportuno destacar que no es posible asimilar 

la actualización de una suma de dinero con la indemnización de un daño, por 

cuanto, la primera de las mencionadas figuras busca mantener el valor 

adquisitivo de la moneda, mientras que la segunda implica reparar un daño 

con la finalidad de dejar indemne a quien lo ha sufrido o, al menos, colocarlo 

en una situación lo más parecida posible a la que existía antes de los hechos.  

 

En tales circunstancias, concluye la Sala que a partir de las consideraciones 

expuestas en el dictamen pericial no es posible determinar la existencia del 

daño emergente por la disminución del valor comercial de los artículos según 

los precios de venta al público entre su decomiso y la fecha de 

nacionalización, pues los peritos se limitaron a actualizar una suma de dinero, 

                                                           
35 Folios 1-11, del cuaderno No. 5. 
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sin establecer en forma alguna si, en efecto, el patrimonio de la sociedad 

demandante se habría visto afectado negativamente en razón del decomiso 

de las impresoras, a pesar de que éstas le fueron devueltas, o, lo que es lo 

mismo decir, si se configuró detrimento alguno respecto del capital que PC 

Mayorista S.A. destinó para la adquisición de la mercancía que le fue 

decomisada por la DIAN.  

 

No obstante lo anterior, encuentra la Sala que existen otras pruebas en el 

proceso con base en las cuales es posible establecer una disminución del 

capital invertido en la adquisición de las impresoras y, por tanto, un menoscabo 

patrimonial en cabeza de la sociedad PC Mayorista S.A. tal y como pasa a 

exponerse:  

 

Según se consignó en la declaración de importación obrante en el expediente, 

la sociedad demandante pagó a EPSON LATIN AMERICA INC., por la compra 

de las 275 impresoras, la suma de USD 50.82636, cantidad que, en pesos 

colombianos, para el día en que la DIAN decomisó la mercancía en el 

aeropuerto El Dorado, equivalía a $ 66’871.76837. 

 

De conformidad con una certificación expedida por el Revisor Fiscal de la 

sociedad demandante, una vez le fueron devueltas las impresoras, tras haber 

estado en poder de la DIAN entre enero de 1998 y junio de 1999, éstas fueron 

cedidas a título oneroso a la empresa Top Computer Ltda., el 5 de agosto de 

1999 por valor de $29’740.000. La certificación también da fe en cuanto a que 

la cesionaria asumió los gastos de nacionalización de la mercancía38, los cuales 

ascendieron a un valor de $21’495.647, como consta en la declaración de 

importación39. 

 

                                                           
36 Folio 41, cuaderno de pruebas No. 2. 
37 De conformidad con el “acta de los hechos”, el decomiso de las impresoras tuvo lugar el 10 de enero de 

1998. La Tasa Representativa de Mercado que rigió ese día fue de $1.315,70 
38 Folio 102, cuaderno del dictamen pericial. 
39 Folio 41, cuaderno de pruebas No. 2. 
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En este punto resulta pertinente señalar que según el artículo tercero del 

Decreto 1909 de 1992, vigente para la época de los hechos, los responsables de 

la obligación aduanera, esto es de la presentación de la declaración de 

importación y el pago de los tributos a que hubiera lugar, eran el importador, el 

propietario o el tenedor de la mercancía y, en lo que correspondiera a su 

intervención, también el transportador, el depositario, el intermediario y el 

declarante40. 

 

De conformidad con lo anterior y como quiera que PC Mayorista S.A., para la 

fecha de la importación de las impresoras, era la propietaria y también fue 

quien realizó la importación41, la Sala concluye que dicha sociedad era la 

responsable de la obligación aduanera en relación con esa mercancía, es 

decir, que era la obligada a presentar la declaración de importación y de 

cancelar los tributos a que hubiera lugar por la introducción de esa mercancía 

al territorio nacional. 

 

Ahora bien, de conformidad con la certificación expedida por el revisor fiscal 

de PC Mayorista S.A. la sociedad Top Computer Ltda., por la cesión de las 

impresoras pagó a la demandante la suma de $29’740.000 y, adicionalmente, 

asumió el pago de la obligación aduanera por valor de $21’495.647, 

circunstancia que permite a la Sala inferir de manera razonada que en realidad 

las impresoras se cedieron por un valor total de $51’235.647. 

 

                                                           
40 -Artículo 2º. “OBLIGACION ADUANERA EN LA IMPORTACION. La obligación aduanera nace por la 

introducción de mercancía de procedencia extranjera al territorio nacional. 

La obligación aduanera comprende la presentación de la declaración de importación, el pago de los 

tributos aduaneros y de las sanciones a que haya lugar, así como la obligación de conservar los 

documentos que soportan la operación, atender las solicitudes de información y pruebas, y en general, 

cumplir con las exigencias, requisitos y condiciones establecidos en las normas correspondientes”. 

 -Artículo 3º. “RESPONSABLES DE LA OBLIGACION ADUANERA. De conformidad con las normas 

correspondientes, serán responsables de las obligaciones aduaneras, importador, el propietario, o el 

tenedor de la mercancía; así mismo, serán responsables de las obligaciones que se deriven por su 

intervención, el transportador, depositario, intermediario y el declarante. 

Para efectos aduaneros, la Nación estará representada por la Unidad Administrativa Especial Dirección de 

Aduanas Nacionales”. 
41 Circunstancia que se encuentra establecida a través de la Declaración de Importación. 



 
 

Expediente:  250002326000 200000945 01(27251) 

Actor:   Sociedad PC Mayorista S.A. en liquidación 

Demandado:  Nación - Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales –DIAN- 

Acción:   Reparación directa 

 

Por estas razones y para efectos de determinar cuánto dinero perdió la 

sociedad demandante respecto del capital que invirtió para adquirir las 

impresoras, resulta necesario tomar el valor que ésta pagó para comprarlas, es 

decir, $66’871.768, menos el valor total por el cual se realizó la cesión de la 

mercancía a favor de la sociedad Top Computer Ltda., esto es, $51’235.647, lo 

que arroja un resultado de $15’636.121, que constituye el valor que deberá 

reconocerse a la parte actora por concepto de daño emergente, diferencia 

que deberá ser actualizada de conformidad con la siguiente fórmula: 

 

Ca =  Ch     x       Índice final   

                     Índice inicial     

 

En donde: 

 

Ca:  Capital actualizado a establecer.  

Ch: Capital histórico que se va a actualizar: $ 15’636.121. 

Ipc (f): Es el índice mensual de precios al consumidor final, es 

decir, el vigente a la fecha de esta sentencia (diciembre 

de 2014):  

Ipc (i): Es el índice mensual de precios al consumidor inicial, es 

decir, el vigente a la fecha en que la demandante cedió 

las impresoras a Top Computer Ltda., (agosto de 1999):  

 

Ca = 15’636.121  x  118,15 

             56,05 

 

Ca: $ 32’959.994 

 

En resumen, el daño emergente en cabeza de la sociedad demandante, 

asciende a $ 32’959.994 

 

Ahora bien, con la demanda y por concepto de indemnización del daño 

emergente, la sociedad PC Mayorista S.A. también solicitó el reconocimiento y 

pago de intereses legales del 6% anual sobre el precio de venta al público de la 
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mercancía decomisada, el cual, según dijo, correspondía a un valor de 

$107’000.000.  

 

En cuanto a esta pretensión, observa la Sala que, como ya se señaló al analizar 

la primera de las pretensiones, los precios de venta al público a los que se 

refiere la parte actora no son sino una mera expectativa respecto de las 

utilidades que la sociedad esperaba percibir en relación con el valor por el 

cual, eventualmente, habría podido comercializar la mercancía que le fue 

decomisada, razón por la que no es posible reconocer sobre ese valor los 

intereses reclamados.    

 

 

 

5.2. Daño moral reclamado. 

 

La parte actora solicitó se le reconociera la suma de $17’300.000, por concepto 

de indemnización del daño moral objetivado, teniendo en cuenta que la 

aprehensión y el decomiso de las impresoras por parte de la DIAN, le habría 

ocasionado una merma en su liquidez, lo cual la habría llevado a incumplir 

obligaciones comerciales adquiridas ante acreedores internacionales y 

nacionales, que a la postre habrían incidido en el estado de disolución y 

liquidación en el que entró en octubre de 199842. 

 

Como quiera que esta Sub Sección ya tuvo la oportunidad de pronunciarse 

acerca de la reparación del daño moral objetivado, es oportuno reiterar lo 

que al respecto se dijo en sentencia de 11 de agosto de 201143. En esa 

providencia se razonó de la siguiente manera: 

 

“Respecto al pedimento resarcitorio por perjuicios morales objetivados, 

aprovecha la oportunidad la Sala, para recordar que esta abandonada 

                                                           
42 Folio 10, cuaderno principal. 
43 Sentencia proferida dentro del expediente número 25000-23-26-000-1997-04613-01 (21801). Actor Luis 

Eduardo Pérez y otros. 
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clasificación tuvo su origen en los fallos de la H. Corte Suprema de Justicia, 

proferidos a partir de la década de 1940, reconociendo la doctrina 

nacional que la sentencia que fijó inicialmente este criterio estableció dos 

modalidades para diferenciar entre perjuicios morales subjetivos y 

objetivados44.   

 

Así los diferenció la Corte45:  

 

‘Hay en torno al daño moral dos géneros de perjuicios: los que emanan de 

aquél en forma concreta, determinada o determinable, que pudieran 

llamarse perjuicios morales objetivados; y otros que son indeterminados o 

indeterminables) inasibles y abstractos, perjuicios moral, no susceptibles de 

objetivación’. 

 

Esta distinción partía de considerar que la lesión a un bien extrapatrimonial 

podía traer perjuicios materiales y viceversa, por lo que la Corte Suprema 

estimó posteriormente que: “el daño moral objetivado puede fácilmente 

repararse. Tal cosa ocurre con el perjuicio inferido a una persona en su 

patrimonio por la pérdida de su crédito causada por la difamación o por 

su inhibición para el trabajo; dicho daño es tangible, estimable con relativa 

facilidad, concretable en cifras numéricas”46, por lo que, en consecuencia, 

las repercusiones objetivas del daño moral habían de indemnizarse con 

aplicación de las normas que regulaban  la fijación y resarcimiento del 

perjuicio material47.   

  

De este breve recuento, se desprende que por sus características el 

perjuicio moral objetivado es de naturaleza eminentemente patrimonial, 

identificable con esta última clase de perjuicios en sus modalidades de 

daño emergente y lucro cesante, por lo que no hay lugar a su 

reconocimiento de manera autónoma, pues de hacerse así, se estaría 

indemnizando dos veces un mismo perjuicio desde dos enfoques 

diferentes, trasgrediendo el principio del no enriquecimiento sin causa, en 

tanto la medida del perjuicio es la medida de la reparación”. 

 

                                                           
44 En tal sentido puede consultarse los siguientes autores: JAVIER TAMAYO JARAMILLO. Tratado de 

responsabilidad civil, tomo II, Legis. págs. 531-540; y LOPEZ MORALES JAIRO. Perjuicios morales. Ediciones 

Doctrina y Ley Ltda. 1997, págs. 21 -23. 
45 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia de 1941 junio 20 G.J.T. LI, Nos. 1971-1972. 
46 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia de 1941 junio 20 G.J.T. LI, Nos. 1971-1972. En 

igual sentido la Corte se había manifestado desde 1937: “Ante todo es de observarse que, en la mayor 

parte de los casos, el perjuicio moral causa un daño patrimonial: por ejemplo, el ataque a la probidad de 

un comerciante puede ocasionar la ruina de su negocio.” Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación 

Civil, Sentencia de 1937 septiembre 28 G.J.T. XLV, No. 1929, págs. 758-763.  
47 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia de 1941 junio 20 G.J.T. LI, Nos. 1971-1972. 
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Así las cosas, toda vez que resulta improcedente reparar de manera 

autónoma el daño moral objetivado, la Sala no accederá a dicha 

pretensión. 

 

En todo caso, ha de decirse que, si bien es cierto que de conformidad con el 

Certificado de Existencia y Representación Legal de la sociedad PC 

Mayorista S.A. ésta se encuentra en estado de disolución y liquidación desde 

el 26 de octubre de 199848, la Sala no encuentra prueba alguna que permita 

establecer que la aprehensión y decomiso de las impresoras hubiera sido la 

causa determinante de dicha situación. 

 

Si bien en el dictamen practicado se hizo una breve alusión a dicha 

circunstancia, en éste no se ofrecieron argumentos que permitan acoger sus 

conclusiones. Esto dijo la experticia:  

 

 

“3.1 DAÑO EMERGENTE PARA LA SOCIEDAD PC MAYORISTA S.A.   

 

-Datos aportados al proceso en cuanto a valores financieros:  

 

Periodos gravables Utilidad estimada por año Utilidad contable 

Año 1997 - 511’999.189 

Año 1998 597’503.054 822’142.335 

Totales 597’503.054 310’143.146 

 

Para el año 1998 se estimó un incremento en las utilidades con el IPC del 

16.7% para dicho año, según cifras tomadas del DANE. 

 

Sobre las anteriores cifras estimadas para el año 1998 para P.C. MAYORISTA 

S.A. es importante señalar:  

 

-Que de acuerdo con los estudios de proyección por el citado año, 

adicionalmente son estimados y no se encuentran soportados por la firma de 

un profesional. 

 

                                                           
48 Folios 2-3, cuaderno principal. 



 
 

Expediente:  250002326000 200000945 01(27251) 

Actor:   Sociedad PC Mayorista S.A. en liquidación 

Demandado:  Nación - Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales –DIAN- 

Acción:   Reparación directa 

 

Igualmente es importante que en lugar de las utilidades que se estimaron de 

$597’503.054, la contabilidad a 31 de diciembre de 1998 presentó una 

pérdida contable de $822’142.335; año en que se retuvo indebidamente la 

mercancía por parte de la DIAN. 

 

Analizado el comportamiento de estas utilidades y pérdidas, es evidente que 

a partir de enero de 1998 y hasta diciembre 31 del mismo año se 

disminuyeron las utilidades hasta llegar a unas pérdidas que superaron el 50% 

del capital de la sociedad, causal suficiente para la disolución de la 

compañía, como en efecto se hizo según Escritura Pública # 4.137 de la 

Notaría 25 de Bogotá, inscrita en fecha 26 de octubre de 1998 bajo el No. 

654373”49. 

 

De lo anterior se desprende que, a más de una mera coincidencia en cuanto 

al año en el que ocurrió el decomiso de las impresoras y el año en el que la 

sociedad demandante entró en disolución y liquidación, los peritos no 

establecieron en forma alguna que la primera de las circunstancias 

mencionadas hubiera sido la causa de la segunda; sin embargo, sin más 

fundamento que la mencionada coincidencia, atribuyeron a la circunstancia 

de la aprehensión y decomiso de las impresoras la causa del 100% de las 

pérdidas contables del año 1998, detrimento que, según se indicó, superó el 

50% del capital de PC Mayorista S.A.  

 

Al respecto, debe decirse que, además de que la mera coincidencia en 

cuanto al año en el que ocurrieron las mencionadas circunstancias no es 

suficiente para establecer que el decomiso de las impresoras hubiera dado 

origen a la disolución y liquidación de la sociedad demandante, para la Sala 

no es clara la afirmación realizada por los peritos en cuanto a que las 

pérdidas contables establecidas a 31 de diciembre de 1998, las cuales 

habrían superado el 50% del capital de PC Mayorista S.A. hubieran incidido 

de manera determinante en el estado de disolución y liquidación de la 

sociedad, toda vez que, según se indicó en el Certificado de Existencia y 

Representación, esta situación se consolidó mucho antes, esto es, el 26 de 
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octubre de 1998, cuando se registró ante la Cámara de Comercio de Bogotá 

mediante Escritura Pública No. 4137.  

 

Así las cosas, la Sala observa que el peritazgo carece de bases que sustenten 

las afirmaciones a las que acaba de hacerse referencia, razón por la cual no 

es posible acoger lo dicho por los auxiliares de la justicia. 

 

6. Actualización de la condena impuesta en primera instancia. 

 

El Tribunal Administrativo de Cundinamarca reconoció a favor de la sociedad 

demandante, la suma de $23’844.027 por concepto de indemnización del lucro 

cesante. 

 

Dicha condena será actualizada con aplicación de la siguiente fórmula: 

 

Ca =  Ch     x       Índice final   

                     Índice inicial     

En donde: 

 

 

Ca:  Capital actualizado a establecer;  

Ch: Capital histórico que se va a actualizar: $23’844.027 

Ipc (f): Es el índice mensual de precios al consumidor final, es 

decir, el vigente a la fecha de esta sentencia: diciembre 

de 2014: 118,15 

Ipc (i): Es el índice mensual de precios al consumidor inicial, es 

decir, el vigente a la fecha de la sentencia de primera 

instancia: febrero de 2004: 77,62 

 

Reemplazando tenemos: 

 

 

Ca = 23’844.027 x 118,15 

77,62     
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Ca: $ 36’294.405   

 

7.  Condena en costas. 

 

En vista de que no hay temeridad o mala fe en el actuar de las partes, la Sala 

se abstendrá de condenar en costas de conformidad con lo estatuido en el 

artículo 171 del Código Contencioso Administrativo, modificado por el artículo 

55 de la Ley 446 de 1998. 

 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso 

Administrativo, Sección Tercera, Sub-Sección A, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

 

FALLA: 

 

MODIFICAR, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de la presente 

providencia,  la sentencia proferida el 11 de febrero de 2004 por el Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca, la cual quedará así:  

 

1°. DECLARAR a la Nación – Dirección de Impuesto y Aduanas 

Nacionales – responsable por la aprehensión y decomiso irregular de 

275 impresoras marca EPSON propiedad de la sociedad PC Mayorista 

S.A. en liquidación. 

 

2°. CONDENAR a la Nación – Dirección de Impuesto y Aduanas 

Nacionales – a pagar a favor de PC Mayorista S.A. las siguientes 

indemnizaciones: 

 

Por concepto de perjuicio material en la modalidad de daño 

emergente, la suma de TREINTA Y DOS MILLONES NOVECIENTOS 

CINCUENTA Y NUEVE MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y CUATRO PESOS ($ 

32’959.994). 
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Por concepto de perjuicio material en la modalidad de lucro cesante, 

la suma de TREINTA Y SEIS MILLONES DOSCIENTOS NOVENTA Y CUATRO 

MIL CUATROCIENTOS CINCO PESOS ($36’294.405).  

 

3°. NEGAR las demás pretensiones de la demanda. 

 

4°. Las condenas se cumplirán en los términos de los artículos 176 a 178 

del Código Contencioso Administrativo. 

 

5°: Para el cumplimiento de esta sentencia, expídanse copias con 

destino a las partes, con las precisiones del artículo 115 del Código de 

Procedimiento Civil y con observancia de lo preceptuado en el 

artículo 37 del Decreto 359 de 22 de febrero de 1995. Las copias 

destinadas a la parte actora serán entregadas al apoderado judicial 

que ha venido actuando. 

 

6°: SIN condena en costas. 

 

Ejecutoriada la presente providencia, por Secretaría DEVOLVER el expediente al 

tribunal de origen. 

 

 

NOTIFIQUESE y CUMPLASE 

 

 

 

 

HERNAN ANDRADE RINCON  CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA  

  

 


